
“Los Tribunales Superiores de Justi-
cia no han ordenado derechamente el
desalojo”. La afirmación fue realizada
por la entonces delegada presidencial
provincial de San Antonio, Caroline Si-
reau (FA), mediante un documento es-
crito fechado el 26 de junio del año pa-
sado, a los habitantes de la megatoma
que le requirieron información median-
te la Ley de Transparencia sobre la reu-
bicación, resguardo e implementación
de un recinto para acoger a las 4 mil fa-
milias que ocupan el cerro Centinela y
que estaban ad portas de ser desalojadas.

En el documento, la autoridad des-
mentía lo tajante de esa orden dictada
en marzo de 2024 por la Corte Supre-
ma, y que entonces tenía como fecha lí-
mite el 6 de noviembre pasado: “Expre-
samente, indica que en caso de ser nece-
sario el mismo, se deben adoptar las
medidas que señala, por lo tanto la si-
tuación es dinámica en el tiempo”.

Hoy faltan solo seis días para que de-
ba ocurrir el desalojo y las autoridades
admiten que no tienen capacidades pa-
ra brindar refugio en los que acoger a las
familias a ser expulsadas, los dos man-
datos que les impone el fallo del máxi-
mo tribunal. 

El abogado Felipe Olea, quien hasta
octubre asesoró a un grupo de dirigen-
tes de la megatoma, gestionó las consul-
tas por Transparencia, no solo a la Dele-
gación Presidencial Provincial, sino a
todos los organismos aludidos en la
sentencia o con competencia en mate-
rias de índole social. 

La Seremi de Desarrollo Social, en
tanto, apuntó que las gestiones estaban
“en desarrollo”; la del Minvu, que reali-
zaba catastros de las familias; la de Bie-
nes Nacionales, que carecía de terrenos
fiscales donde cobijarlas; el Gobierno
Regional, que carecía de información; el
Serviu, que la obligación de impulsar la
coordinación era del municipio, y el
municipio no respondió. 

“En dos años, el Gobierno no hizo na-
da”, concluye el abogado Olea. 

Karina Ayala, presidenta de la asocia-
ción “Nuevos Aires” de San Antonio
—que agrupa a 16 comités, con 1.200
ocupantes ilegales del predio usurpa-
do—, insiste hoy que el Ejecutivo siguió
manteniendo la idea ante los habitantes
del campamento de que el riesgo de desa-
lojo no era inminente, puesto que se aleja-
ba con la puesta en marcha de la estrate-

gia de organizarlos en cooperativas.
“La delegada del Ministerio de la Vi-

vienda en la provincia (Gloria Maira,
del Frente Amplio, designada a partir
de agosto pasado) decía que con ello no
iba a haber desalojo y que estaban en
conversaciones con los dueños”, señala
la habitante de la toma.

“Pero nunca hubo una conversación
seria con los dueños. Porque si hubiese
sido así, este no estaría pidiendo el cúm-
plase a la Corte y no tendríamos la or-
den de desalojo ahora respirándonos en
la nuca de manera brutal (…). (Fue) un
engaño, un engaño”, reclama Ayala. 

En el punto coincide el topógrafo
Gustavo Sepúlveda, quien asesora a
“30 dirigencias, las más numerosas” de

la usurpación. 
“Esta problemática no está ajena al

Gobierno porque si ellos (los ocupan-
tes) hoy están donde están es porque
han confiado en la solución que propu-
so el Gobierno, de organizarse en coo-
perativas, y no fueron informados a
tiempo (de sus dificultades)”, asevera.

La situación es desmentida tajante-
mente por la delegada Maira. “Aquí na-
die ha estado llamado a engaño. Las car-
tas han estado puestas sobre la mesa. La
ley establece que la única manera en
que los propietarios puedan vender un
terreno para vivienda que no está habi-
litado, es decir, que no tiene agua pota-
ble, alcantarillado ni luz, es a través de
cooperativas de vivienda cerrada. Eso

lo dice la ley. No nos lo inventamos no-
sotros”, afirma. 

“El rayado de cancha ha estado claro
desde el inicio. Primero, los pobladores
han establecido su intención de com-
prar el terreno. Segundo, los dueños
han dicho que quieren vender el terre-
no. Y tercero, el Estado ha dicho por bo-
ca del ministro de Vivienda que no va a
comprar terrenos con orden de desalo-
jo. Sobre esa base, clara para todos los
involucrados, el ministerio ha trabajado
una alternativa que concilie las volunta-
des de las partes”, asevera. 

Según Maira, el Gobierno ha sido claro
en que el resultado no está garantizado,
pero que en la medida que avanzaran la
constitución de cooperativas y el diálogo

“podíamos llegar a buen puerto”.
Por esta razón, enfatiza, es clave es-

perar lo que se logre en la reunión del
lunes, en la que el ministro Carlos Mon-
tes y el subsecretario del Interior, Luis
Cordero, intentarán persuadir a los pro-
pietarios de que la fórmula también res-
guarda sus derechos e intereses.

Sin contactos hasta ahora,
según propietarios

Sin embargo, el abogado de los due-
ños, Diego Pereira, dice que su cliente es-
tá dispuesto a escuchar el planteamiento
del Ejecutivo, pero que hay escepticismo
ante la incertidumbre sobre los alcances
del plan y las certezas que pueda brindar
el Estado de su cumplimiento. Sobre to-
do, porque comparte la apreciación de
expertos en Derecho Administrativo, so-
bre si aquel estará habilitado para actuar
como aval en la eventual compraventa
del predio de más de 200 hectáreas a la
federación de cooperativas.

“Tenemos la misma aprensión. Pero
fue el mecanismo que ellos plantearon
en su oportunidad y nosotros espera-
mos que ahí la gente del Gobierno pue-
da diagramar la mejor fórmula en ese
sentido. Si no tenemos una garantía, es
muy complicado avanzar”, dice.

Sobre ese punto, Maira apunta: “Hay
que esperar a la reunión del lunes. Ahí
van a estar los dueños, va a estar el mi-
nistro de Vivienda, y se abrirá una con-
versación con toda la documentación
sobre la mesa, que incluye, entre otras
cosas, la conformación de cooperativas
que hemos iniciado”, dice. 

La ocupante Ayala, por su parte, re-
conoce que sus representados buscaron
siempre presionar al Gobierno para que
este comprara en forma directa el pre-
dio en toma y luego lo vendiera, en for-
ma subsidiada, a las 4 mil familias, pero
que el ministro Montes lo descartó por-
que ello “dejaría al país sin subsidios
habitacionales”. 

El abogado Pereira remarca que los
dueños no han sido contactados hasta
ahora ni para despejar ese punto, ni
tampoco para coordinar el desalojo por
sectores que debe tener lugar el próxi-
mo jueves. Por ello, desconoce si Cara-
bineros —que logró postergar el desa-
lojo de la toma de Lajarilla para el 4 de
marzo— también argumentará falta de
contingente por la época veraniega y el
Festival de Viña del Mar.

En la antesala del cumplimiento del fallo que ordena terminar con la usurpación del terreno

Megatoma: Ocupantes apuntan al Gobierno
ante inminente desalojo en San Antonio
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El Ministerio de Vivienda asegura que “el rayado de cancha ha estado claro
desde el inicio”, mientras habitantes del predio señalan que se sienten
“engañados”, tras constatar que la fórmula de crear cooperativas no había
sido acordada por el Ejecutivo con los dueños.

Incerti-
dumbre.
A menos de
una semana
del desalojo,
dueños y 10
mil habitan-
tes de la
megatoma
ignoran de
qué modo el
plan de
cooperativas
puede con-
vertirse en
una alterna-
tiva viable. 
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Un “desprendimiento en la
losa” del puente Lo Saldes, se-
gún informó el Ministerio de
Obras Públicas (MOP), obligó
al cierre para su reparación, el
pasado jueves 13 de febrero, lo
que ha generado demoras en
los viajes de los
conductores que
cada día cruzan la
autopista Costa-
nera Norte en Vi-
tacura.

Para soportar el
peso de la estruc-
tura se instalaron
torretas, lo que, a
su vez, permitió la reapertura
de los tres carriles en direc-
ción sur-norte de la autopista
urbana.

Hasta el momento, el puen-
te se encuentra parcialmente
cerrado, con solo una vía
abierta de poniente a oriente
para el exclusivo uso de vehí-
culos livianos.

De acuerdo con el MOP, “es-
ta restricción se produjo por un
desperfecto en una de sus vigas
metálicas, ubicada en el último
vano del puente (hacia el po-
niente), lo que generó proble-
mas con su losa”.

Con respecto al tiempo que
tomará volver a tener operativo

el puente en su to-
talidad, indica que
“los tiempos de-
penderán de la so-
lución de repara-
ción que propon-
gan los expertos.
Lo relevante para
el MOP es que no
existan problemas

de seguridad asociados a los
desperfectos o a las obras de
mantenimiento. Por eso, en el
corto plazo, seguirá el puente
restringido”.

Según fuentes cercanas a la
problemática, las reparaciones
del puente tomarían alrededor
de un mes.

La cartera señala también

que “las torretas antisísmicas
están instaladas como un apo-
yo temporal a los trabajos, para
que impidan la afectación de
otras vigas del puente. No son
la solución de emergencia ni la
definitiva”.

“Entendemos que hay dos ti-
pos de trabajos que se deben
realizar en el puente Lo Saldes.
El primero serían faenas de me-
nor envergadura que permiti-
rían la circulación solo de vehí-
culos livianos, pero luego se de-
be trabajar en un proyecto ma-
yor, de carácter estructural”,
dice la alcaldesa de Vitacura,
Camila Merino (Evópoli).

José Antonio Abel, académi-
co de la Facultad de Ingeniería
de la U. de los Andes, señala
que este es “un puente que ya
ha sobrevivido sismos, con más
de 50 años, el de 1985 y el de
2010. Entonces, producto de
esos sismos, pequeñas grietas
se van formando. Y con el uso,
también se van formando grie-
tas de tracción normales”.

Aún no hay fecha para su reapertura, indica el MOP: 

Puente Lo Saldes seguirá
con uso restringido por fallas
en una de sus vigas metálicas

Un desperfecto en la estructura causó el problema que
hoy mantiene el enlace con una sola vía disponible.
MACARENA CERDA M.

Medida.
Torretas fue-
ron instaladas
bajo el puente
para soportar
su peso.
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ESTRUCTURA
El Puente Lo Saldes ha

estado en pie desde
hace 56 años. Resistió
el terremoto de 1985 y

el de 2010.
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Las enfermedades mentales
hoy representan un desafío ur-
gente en políticas de salud pú-
blica, ante el sostenido aumento
de afectados por depresión y an-
siedad, considerados los princi-
pales trastornos que impactan a
la población en el país. 

Se trata de un panorama sani-
tario agudizado especialmente
en menores de edad.

Para Vania Martínez, psi-
quiatra infantil y de la adoles-
cencia, “la necesidad de la po-
blación ha aumentado. Princi-
palmente en la adolescente, lo
cual es un hallazgo que se ha
observado a nivel mundial a
partir de la pandemia”.

A juicio de la académica de la
Facultad de Medicina de la Uni-
versidad de Chile, el aumento de
las atenciones también “se debe
en gran parte al aumento de la
disponibilidad de servicios.
Aunque también sabemos que
gran parte de la población que
necesita salud mental, no la está
recibiendo. Esas diferencias son
aún mayores en la población que
tiene aún menor acceso y mayor
vulnerabilidad.
Por e jemplo, la
que vive en secto-
res más aislados o
la que pertenece a
cierto grupo de
minorías (…). Se
requiere seguir
aumentando la in-
versión en salud
mental para el acceso a diagnós-
tico y tratamiento oportuno y,
además, en prevención”, añade.

Según datos del Ministerio de
Salud (Minsal), en 2024 se ge-
neraron 6.322.008 atenciones
correspondientes al Programa

de Salud Mental. Una cifra que
representa un aumento del 9%
comparada a las 5.795.303 del
mismo tipo reportadas en 2023.
Mientras que al comparar con
las 4.473.269 prestaciones de

2019, previo a la
pandemia, el alza se
eleva a un 42%. En-
tre 2019 y 2024, en
tanto, la mayor va-
riación porcentual
en el total de aten-
ciones del Progra-
ma de Salud Mental
se concentra en los

segmentos 10-14 años (58%) y
15-19 años (84%).

La pérdida del estigma de ac-
ceder a un especialista en salud
mental también ha contribuido
al aumento en este tipo de aten-
ciones, observa Alberto Aedo,

psiquiatra de adultos y también
miembro de la Unidad de Tras-
tornos del Ánimo UC Christus. 

“En los últimos cinco años se
ha ido derribando cada vez más
el estigma relacionado a con-
sultar en dispositivos de salud
mental. Este cambio ha sido
muy grande y en buena medida
potenciado por la pandemia.
Antes esto estaba mucho más
oculto, y hoy la gente se anima
más a consultar. Esta es una for-
ma positiva y optimista de ver
esta evolución (aumento en
atenciones)”, dice.

“Lo otro, que es lo real tam-
bién, es que nuestra salud men-
tal se ha deteriorado mucho en
los últimos cinco años”, añade
Aedo, también presidente de la
Sociedad Chilena de Trastornos
Bipolares (Sochitab).

Según datos del Minsal:

Niños y jóvenes entre 10 y 19
años concentran mayor alza 
en atenciones de salud mental

Depresión y ansiedad figuran entre los trastornos del ánimo
que explican el incremento en los últimos cinco años.
CLAUDIO SANTANDER

PACIENTES
El año pasado, 4,1

millones de atenciones
correspondieron a

mujeres y un total de 2,1
millones, a hombres.

10. 251
personas habitan la mega-
toma según los catastros más
actualizados del Ministerio de

Vivienda y Urbanismo.

1.200
efectivos de Carabineros

requiere el operativo de desa-
lojo, que debe realizarse por

etapas y en cuadrículas.

$53.398
millones es el valor comer-
cial del predio, según infor-

maron sus propietarios sobre
el problema habitacional.

3.300
familias han suscrito la idea

de formar cooperativas en
busca de quedarse viviendo

posteriormente en el terreno.
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